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I. ANTECEDENTES DE HECHO Y TÉRMINOS DE LA CONSULTA 

1. Las Universidades Públicas (UP) de la Comunidad Autónoma de Madrid (CAM) cuentan con dos convenios colectivos, cuyos ámbitos de aplicación, coincidentes en los que se refiere a los aspectos funcional y territorial, difieren en su dimensión personal y material: personal de administración y servicios (PAS), de un lado, y docentes e investigadores (PDI), de otro.


En concreto y respecto del PDI, en fecha 14 de marzo de 2003 las organizaciones sindicales dotadas de legitimación negocial suficiente en el sector (UGT, CC.OO y CSI-CSIF), de un lado, y los Rectores de las UP de la CAM, de otro, suscribieron el I Convenio Colectivo del personal docente e investigador con vinculación laboral.  De conformidad con lo previsto en su art. 4º, la presente norma colectiva (ICCPDI, en adelante) resulta de aplicación “a todo el personal docente e investigador que preste servicios retribuidos en las Universidades Públicas firmantes del convenio” en virtud de una relación jurídico-laboral común, extendiendo su vigencia hasta el 31 de diciembre de 2006 (art. 5.1). En concreto, las UP signatarias del ICCPDI fueron todas las de la CAM; es decir, las Universidades de Alcalá, Autónoma, Carlos III, Complutense, Politécnica y Rey Juan Carlos  (art. 3º).

2. En el ámbito de las distintas UP de la CAM, ha venido actuando un único Comité de Empresa, que ha ejercido las funciones y competencias legalmente atribuidas. No obstante ello, en ese mismo ámbito se va a proceder, en un breve plazo, a promover elecciones para la designación, por parte del PDI, de un Comité de Empresa. Una vez celebradas las correspondientes elecciones, en las UP de la CAM coexistirán, por consiguiente, dos diferentes órganos colegiados de representación del personal laboral: el ya existente y de nueva constitución,  cuyo cuerpo electoral estaría formado por el personal incluido en el ICCPDI; esto es, el personal docente e investigación en régimen de vinculación laboral. 

3. En relación con esta futura situación, Don Joaquín Chávarri solicita, en el marco del convenio de colaboración entre la UCM y la UGT, informe sobre los problemas que plantea esa dualidad de órganos de representación desde una doble perspectiva: 1) “Convocatoria de elecciones en cada Universidad destinadas únicamente a los docentes”   y 2º) “Convivencia de los dos comités de empresa, de PAS y de Docentes”.

Aceptando el requerimiento formulado, el Profesor que suscribe procede a emitir el siguiente

II. DICTAMEN 

1. Preliminares

1. Conforme ha quedado brevemente reseñado en los antecedentes de hecho, la entidad sindical consultante interesa una opinión jurídica a partir de la descripción que efectúa de un futuro escenario. Este, el escenario, consiste en la, al parecer, inminente convocatoria de elecciones a miembros del Comité de Empresa por parte del PDI de las Universidades Públicas ubicadas en la Comunidad Autónoma de Madrid.  Aquella otra, la opinión jurídica,  versa, de un lado, sobre la convocatoria misma de elecciones y, de otro, sobre “la convivencia de dos Comités de empresa, el del Pas y el del PDI”, en los mencionados entes públicos.


A pesar de que el escrito de consulta se cuida de verter un juicio sobre la viabilidad jurídica del futuro escenario representativo que identifica, el enunciado de los problemas desde los que de manera expresa se requiere informe sugiere que, en realidad, la convocatoria de elecciones suscita un doble orden de dudas. El primero afecta a la validez jurídica de la convocatoria misma; el segundo, en cambio, se sitúa en un plano práctico, aludiendo al modo futuro de operar del órgano colegiado de representación, creado por dicha convocatoria. Esta doble perspectiva es desde la que se solicita opinión y desde ella es desde la que, lógicamente, se procederá a abordar la problemática apenas enunciada.

2. Sobre la viabilidad jurídica de la convocatoria y constitución de un Comité de Empresa del PDI en las Universidades Públicas 

2. Como es sobradamente conocido, el sistema español de relaciones laborales articula la participación y representación de los trabajadores a través de dos vías o cauces: el de la representación unitaria, de un lado, y el de la representación sindical, de otro. No es cuestión ahora de entretenerse ni a examinar las analogías y diferencias  de cada una de estas vías ni, tampoco, a comentar las características o principios que organizan la representación unitaria. A los efectos que aquí interesa, bastará efectuar algunas observaciones de carácter general que contribuyan a ubicar el escenario institucional y el entorno normativo de dicha representación. 

En este orden de cosas, no estará de más comenzar por recordar que el art. 63.1 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores ofrece una primera y básica regulación del Comité de Empresa (CE) (que es la única modalidad electiva en la que aquí importa ahora reparar). En lo esencial, el mencionado precepto formula dos series de reglas jurídicas. La primera se preocupa de definir la naturaleza del CE; la segunda serie, por el contrario, establece los requisitos para la constitución del propio comité.  En concreto, es el inciso primero del art. 63.1 ET el que procede a definir su naturaleza, calificándolo: “de órgano representativo y colegiado del conjunto de trabajadores de la empresa o centro de trabajo para la defensa de sus intereses”. Dando de lado su vertiente finalista, enunciada en términos muy genéricos y omnicomprensivos, de la definición legal conviene retener un rasgo, cual es el de que el CE representa y defiende los intereses del conjunto de los trabajadores de la empresa o centro de trabajo. 

De una interpretación estrictamente literal del art. 63.1 ET, puede extraerse con razonable fundamento una conclusión que puede formularse desde una doble perspectiva: negativa la una y positiva la otra. Por lo pronto y desde una vertiente negativa, el CE no es un órgano de representación de una fracción o segmento de trabajadores, delimitado por referencia a elementos de carácter funcional, como el ejercicio de un determinado oficio, la pertenencia a un determinado grupo profesional, la ostentación de una determinada categoría profesional o, en fin, el desempeño de determinadas funciones. O enunciada la misma idea ahora desde una óptica positiva, el CE representa a todos los trabajadores o, por decirlo con los términos legales, al conjunto de ellos.

Lo anterior señalado, ha de agregarse de inmediato que la propia ley se encarga de definir, dentro de unas muy concretas fronteras, el ámbito subjetivo o personal que agrupa ese conjunto de trabajadores representados por el CE: dicho ámbito, en principio, no es otro que el de la empresa o el del centro de trabajo. Esta alternativa en la delimitación de los trabajadores representados no se formula legalmente, sin embargo, conforme a un principio de libertad. No es ésta, en verdad, una regla de derecho dispositivo, de modo que quede a la voluntad de quienes en nuestro ordenamiento tienen reconocida una legitimación para promover elecciones la capacidad de decidir el ámbito subjetivo (y funcional) del CE: la empresa o el centro. Con carácter general, la regla que delimita la base de constitución (y, por tanto, de elección) del CE  depende de un dato metajurídico, sobre el que incide la norma. Dicho dato no es otro que el modo cómo el empresario ha organizado su actividad de producción de bienes o de prestación de servicios. O en otras palabras, depende de la estructura de la empresa.

En empresas unicelulares, la base de constitución  del CE es la empresa misma, entendida como organización para la producción de bienes y servicios para su explotación en el mercado. En empresas de estructura compleja o multicelulares, en cambio, esa base ya no es la empresa sino el centro de trabajo; esto es, la unidad productiva específica dotada de autonomía y sustantividad (art. 1.5 ET). De ahí que el art. 63.1 ET establezca que los centros de trabajo que cuenten con 50 o más trabajadores han de contar con un CE, erigiendo así al centro de trabajo en empresas multicelulares como la unidad electoral por excelencia o básica para la constitución del propio órgano colegiado de representación. Es ésta, por lo demás, la interpretación que ha venido siendo defendida de manera ininterrumpida por la jurisprudencia, ya desde los primeros momentos de la aprobación del ET (por todas, sentencia TS de31 de enero de 2001, Ar. 2138).  

En resumen y procediendo ya al cierre de la reflexión relativa a su naturaleza, el CE es el órgano de representación del conjunto de trabajadores del centro de trabajo con censo que supere el umbral mínimo. O dicho con otras palabras, en nuestro sistema jurídico sólo cabe un CE por centro de trabajo, el cual es el que representa a la totalidad de los trabajadores que prestan servicios en el mismo. La regulación legal de los órganos de representación electiva está construida de modo que no se permite la existencia de una pluralidad de representaciones en un mismo centro de trabajo. Es posible que haya centros de trabajo sin representación, ni unipersonal ni colegiada. Y también cabe que, excepcionalmente, varios centros compartan un mismo órgano de representación, tal y como sucede con el Comité Conjunto de Empresa (art. 63.2 ET). Lo que no está consentido es que, en un mismo centro de trabajo, concurran varios órganos, bien de naturaleza diversa (Delegados de Personal y CE) bien de naturaleza semejante (dos o más CE).

Por este lado y en conclusión, la noción de centro de trabajo termina convirtiéndose, en nuestro ordenamiento jurídico, en la noción verdaderamente clave para la constitución del CE.

3. Tal y como de viene de hacer notar, la base objetiva de constitución del CE y, por tanto, el ámbito subjetivo de representación de éste órgano es el centro de trabajo, tal y como el mismo se define en el art. 1.5 ET. Es ésta, sin embargo, una regla general que decae o se excepciona en determinados supuestos, en los que el ordenamiento suministra otra noción de centro de trabajo.  Ya se ha hecho notar, bien que de manera colateral, que el art. 63.2 ET formula una regla especial, definiendo como unidad electoral varios centros de trabajo dentro de una misma provincia o, de varias provincias, pero dentro de municipios limítrofes. Cabe aún citar otras reglas especiales, aplicables, por ejemplo, para la flota pesquera o para las compañías aéreas.

Más en concreto, una regla especial es igualmente aplicable para el personal laboral de las Administraciones Públicas (AA.PP)sujetos a relación laboral  común o especial. Los órganos de representación de este personal no quedan sometidos a la disciplina normativa de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de representación, determinación de las condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones Públicas (LORAPA), sino que se rigen por la normativa laboral común; es decir, por las disposiciones contenidas en el Título II del ET.

No obstante ello, la anterior es una conclusión cierta sólo en parte.  El art. 2.1.d de la LORAPA dispone, en efecto, que el personal laboral de las Administraciones Públicas “se regirá por la legislación laboral común”. Sin embargo y tras haber efectuado esta previsión, el reseñado precepto legal añade que la remisión a la legislación laboral ha de entenderse “sin perjuicio de lo previsto en los artículos 39 y 40 y en la Disposición Adicional Quinta” de la propia LORAPA. No interesa detenerse en el contenido de aquellos artículos, bastando centrar la atención en esta Disposición Adicional (DA).

De conformidad con ella, (...), “en las elecciones a representantes del personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas, constituirá un único centro de trabajo la totalidad de establecimientos dependientes del departamento u  organismo de que se trate, que radiquen en una misma provincia, siempre que los trabajadores afectados se encuentren incluidos en el ámbito de aplicación de un mismo convenio colectivo”. 

No es cuestión ahora de entrar a discutir las razones del establecimiento, en el ámbito del personal laboral de las AA.PP., de una noción de circunscripción electoral que se separa o aparta de la general aplicable para los trabajadores del sector privado, razones éstas que, la propia DA 5ª de la LORAPA se encarga de enunciar, apelando a “la adecuación a las actividades y organización específica de la Administración Pública”. De mayor interés resulta detenerse en otras cuestiones y, en concreto, en las dos siguientes: configuración jurídica de la unidad electoral y naturaleza de la regla establecida en la DA 5ª de la LORAPA.

Dos son los elementos que definen la base de constitución de los órganos de representación al servicio del personal laboral de las AA.PP. El primero tiene un alcance geográfico: forman un único centro de trabajo a efectos electorales todos los establecimientos del organismo que radiquen en una misma provincia. El segundo elemento tiene una dimensión normativa convencional: los trabajadores agrupados en una unidad electoral han de estar afectados por un mismo convenio colectivo. La concurrencia de uno y otro elemento, el espacial y el normativo, delimitan no sólo, y como se ha señalado, la base de constitución del órgano representativo, que habrá de ser CE en los casos en los que el centro de trabajo así definido cuente con 50 o más trabajadores; también delimita el ámbito objetivo del procedimiento electoral. En tales casos, las elecciones para CE habrán de convocarse en la provincia, entendida la noción como equivalente, en el ámbito de las AA.PP, al centro de trabajo.

Por otra parte, nuestra jurisprudencia ha tenido la oportunidad de destacar que la regla especial contenida en la DA 5ª de la LORAPA es una regla de orden público laboral; o, lo que es igual, que no es una regla abierta a la disposición de la autonomía colectiva. Los convenios colectivos, por tanto, no pueden modificar ni alterar la noción de circunscripción electoral,  “que se impone como regulación unitaria de carácter general y de derecho necesario, en cuanto propugna un sistema uniforme en adecuación a las actividades y organización específica de la Administración Pública en todas las elecciones de representantes de personal”, sin que frente a ella, por consiguiente, puedan prevalecer regulaciones presuntamente especiales establecidas por convenio colectivo (entre otras, sentencias del Tribunal Supremo <TS> de 9 de julio de 1991 y 18 de junio de 1993).

Por lo demás, la Disposición Adicional Tercera del Real Decreto 1844/1994, de 9 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento  de elección a órganos de representación de los trabajadores en la empresa (RES) – aplicable al personal laboral de las AA.PP. – reitera en su más estricta literalidad las previsiones formuladas por la DA 5ª de la LORAPA.

4. Las anteriores argumentaciones no han tenido otra finalidad que la de predefinir el material normativo que ha de ser utilizado para dar respuesta al primero de los problemas sometidos a consulta. Como ya se ha hecho notar, la finalidad de las elecciones que se pretenden promover por alguno o algunos de los sujetos legitimados para ello (art. 67.1 ET) es la constitución de un CE para el personal laboral docente e investigador de las distintas Universidad Públicas de la CAM. El problema que se suscita es el de discernir la viabilidad jurídica de dichas elecciones; o, formulado el interrogante en otros términos, la viabilidad de la configuración del PDI de cada Universidad Pública de la CAM como una concreta circunscripción electoral, apropiada para la constitución de órganos representativos unitarios de carácter colegiado.

Ya se ha señalado, pero conviene ahora repetirlo, que, de conformidad con la regla general establecida en el art. 63.1 ET, la unidad electoral del CE es el centro de trabajo, de modo que es el conjunto de trabajadores que prestan servicios en un centro el que reúne la doble condición de formar el cuerpo electoral y el colectivo representado. Sin embargo y como también se ha razonado, es ésta una regla que se excepciona en una serie de supuestos legalmente tasados, entre los que se encuentra precisamente el órgano de representación del personal laboral al servicio de las AA.PP en relación con el cual la DA 5ª de la LORAPA, reproducida por la DA 3ª del RES, establece una noción propia y específica de circunscripción electoral. En un contexto como el descrito, la cuestión relativa a la viabilidad jurídica de la convocatoria de elecciones para constitución de un CE que actúe como órgano de representación unitario y colegiado del PDI en cada Universidad Pública exige examinar si dicho ámbito reúne o no los requisitos de unidad electoral establecidos por la mencionada DA 5ª de la LORAPA.

Como se recordará, tales requisitos son dos; uno geográfico, relativo a la agrupación de los diversos establecimientos dependientes de una AP en una provincia, y otro normativo convencional, alusivo a la inclusión de los trabajadores que prestan servicios en dicha unidad geográfica  en el ámbito de aplicación de un mismo convenio colectivo.

La concurrencia en el supuesto de hecho del primer requisito no ofrece dudas. Los diferentes y dispersos centros académicos de cada una de las Universidad Públicas de la CAM reúnen la exigencia de la agrupación en una determinada demarcación territorial, sin que, a estos efectos, tenga relevancia el que dicha demarcación sea una Comunidad Autónoma, en lugar de una provincia, pues aquella tiene, precisamente, una dimensión uniprovincial. El segundo de los requisitos exigidos por la tan mencionada DA 5ª de la LORAPA también se halla presente en el supuesto de hecho, pues al PDI de cada Universidad se le aplica el mismo convenio colectivo. Conforme a lo que establece el art. 4ª  del ICCPDI, las normas contenidas en dicho convenio “será de aplicación a todo el personal docente e investigador laboral que preste servicios retribuidos en las Universidad Públicas” signatarias del propio convenio, que son, como se indicó en los antecedentes del presente informe, las de Alcalá, Autónoma, Carlos III, Complutense, Politécnica y Rey Juan Carlos.


La conclusión que cabe extraer de los anteriores desarrollos se adivina de inmediato. Si pues en el supuesto de hecho concurren los requisitos establecidos en la DA 5ª de la LORAPA, el personal laboral docente e investigador que presta servicios en los centros académicos dependientes de cada Universidad Pública de la CAM puede configurarse como una unidad electoral y, por consiguiente, en la misma pueden convocarse elecciones para la constitución de comités de empresa, elecciones estas que ya quedarán sometidas, en cuanto a su procedimiento, a las reglas de la legislación laboral común, instituidas en el Título III del ET y en el RES.


5. Firmes en esta conclusión, el interrogante final que entonces es pertinente plantearse es el por qué de las eventuales dudas o sospechas sobre la viabilidad jurídica de la convocatoria de elecciones para la constitución de un órgano de representación colegiado para el PDI de las Universidad Públicas de la CAM.      

Antes de abordar esta cuestión, no es impertinente anticipar la razonabilidad de las dudas o sospechas, razonabilidad ésta que nace del enunciado del propio supuesto de hecho. De un supuesto de hecho que da por conforme a la legalidad un órgano que no representa al conjunto de trabajadores que prestan servicios en cada Universidad Pública de la CAM, sino a una parte de ese conjunto, identificada por referencia al ejercicio de unas muy concretas funciones: la docencia y la investigación. En este contexto, el CE del PDI viene a quebrar la propia noción de órgano de representación unitaria, tal y como la misma es entendida por el art. 63.1 ET, y a la que es de todo punto ajena la idea misma de fragmentación o parcelación del cuerpo electoral y del órgano de representación. O por mejor decirlo, quiebra una noción que articula dicha fragmentación a través no del órgano de representación, que es único, sino de la adscripción de los electores a diferentes colegios electorales.   

En una Universidad Privada, el personal docente e investigador podría, si acaso, formar un colegio electoral propio. Pero los representantes elegidos en dicho colegio, se incorporarían a un único CE, a cuya elección también habría participado el resto de trabajador. Cuyo derecho de sufragio activo se habría ejercido en otros colegios.  El resultado final sería, no obstante, un solo CE, representativo del conjunto de trabajadores de la mencionada Universidad Privada.

No es ésta, sin embargo, la única solución posible en el ámbito de las Universidades Públicas. Desde luego, en ellas (en la demarcación territorial provincial) se podría elegir un único CE para el personal laboral PAS y PDI, siempre que estuviesen ambos colectivos sujetos al mismo convenio colectivo. Sin embargo en los casos en los que la negociación colectiva de las Universidades Públicas tenga una estructura compleja, tal y como sucede en la CAM, la circunscripción electoral queda vinculada, por expreso mandato de la DA 5ª de la LORAPA, a los ámbitos de aplicación de los convenios colectivos vigentes. O formulada la idea en otras palabras, habrá tantas unidades electorales como colectivos de trabajadores presten servicios en la demarcación provincial y se encuentran incluidas en la disciplina normativa de un mismo e idéntico convenio colectivo.

La comparación entre los conceptos de unidad electoral aplicables a las universidades privadas y públicas evidencia la especialidad de éstas con respecto de aquellas. Para las privadas, la unidad electoral se encuentra predeterminada por la ley; para las públicas, dicha noción, más que predeterminada, es predeterminable, pudiendo adoptar diversas modalidades en función de las decisiones negociales que se tomen. 

Sin embargo, tampoco puede pasarse por alto que el concepto de unidad electoral aplicable al personal laboral de las Universidad Públicas guarda una muy notable semejanza, hasta poder terminar equiparándose, con la noción de unidad electoral aplicable a los funcionarios de esos mismos centros públicos.  En efecto, el art. 7.3.3.3 de la LORAPA dispone la elección de dos juntas de personal (órgano de representación equivalente al del CE en las AA.PP) en “cada universidad dependiente de la Comunidad Autónoma”: una para los funcionarios de los cuerpos docentes y otra para el personal de administración y servicios. Con la futura constitución de un CE en las Universidades Públicas de la CAM, que viene a sumarse al ya existente para el PAS, se produce así una situación de paridad en la organización de los órganos de representación unitaria del personal laboral y de los funcionarios.

3. Problemas de concurrencia de dos comités de empresa en el ámbito de las Universidades Públicas de la Comunidad Autónoma de Madrid     

6. Pese a la argumentada viabilidad de la convocatoria de elecciones para la constitución de un CE del PDI de las Universidades Públicas de la CAM,  el escenario que se producirá a resultas de la ulterior constitución de dicho órgano representativo puede calificarse, desde una perspectiva estrictamente laboral, como absolutamente insólito. No es éste, sin embargo, un juicio exportable al ámbito de la función pública, pues, como ya se argumento, la LORAPA prevé la convivencia de dos juntas de personal, en el seno de cada Universidad Pública, una representativa del PAS y la otra del PDI.

La ausencia de experiencias de dualidad de CE en lo que podría calificarse, laboralmente hablando, como una empresa unicelular es un dato de hecho no impide enunciar en un plano abstracto los problemas prácticos que pudieran plantearse en las Universidades Públicas de la CAM; pero sí cierra toda posibilidad de transferir a esta concreta experiencia las medidas que se hubieren podido adoptar en otros ámbitos para solucionar esos problemas. En principio, podrían considerarse transferibles las experiencias de convivencia de las dos juntas de personal. Pero tampoco ello resultaría fácil dada la diversidad de las competencias de los órganos de representación unitaria en el ámbito laboral y en el de las AA.PP.

  Con todo y con ello, la existencia de dos CE en el seno de las Universidades Públicas no debiera, en principio, generar problemas de colisión o concurrencia competencial, pues cada uno de esos órganos deberá ejercer sus funciones dentro de su ámbito representativo. Vale la pena ilustrar la idea con algunos concretos ejemplos.  

El art. 64.4.c) ET establece, a favor de los CE, un derecho de emitir informe con carácter previo a la decisión empresarial relativa a los planes de formación profesional. De su lado, el art. 64.7 confiere a esos mismos órganos el derecho a ser informados de las sanciones impuestas por faltas muy graves. En un contexto como aquél con el que se está reflexionando, el CE del PAS ejercerá aquél derecho respecto de los planes de formación del colectivo representado, mientras que el CE del PDI lo hará respecto del suyo. Y lo mismo cabe afirmar respecto del derecho a informarse sobre la imposición de sanciones. 

Cierto es que puede haber materias de interés común, como puede ser la vigilancia en el cumplimiento de las normas en materia laboral o de Seguridad Social. Y es igualmente cierto que las Universidades Públicas pueden quedar obligadas, respecto de otras materias, a duplicar la información, suministrándola tanto a uno como a otro comité de empresa, como puede suceder respecto del conocimiento de los estudios de medio ambiente laboral o de las medidas de prevención. 

Pero no es menos verdad que, como regla general, cada órgano sólo podrá ejercer sus funciones en el ámbito de la representación que ostenta, no siendo jurídicamente admisible la pretensión de cualquier de ellos de invadir o entrometerse en la acción del otro. En tal sentido y por volver a ilustrar la afirmación con la ayuda de un ejemplo, ni el CE del PDI podrá pretender que la Universidad le facilite la copia básica de los contratos laborales del PAS ni, de su lado, el CE del PAS podrá requerir las copias básicas del PDI.

No obstante, algunas funciones han de calificarse no tanto como comunes sino como compartidas. Y es respecto de ellas donde pueden surgir problemas prácticos. En ese orden de cosas, el art. 64.10 atribuye a los CE el derecho a participar, como se determine en convenio colectivo, en la gestión de las obras sociales, obras éstas que disfrutarán o pueden disfrutar de manera conjunta e indiferenciada todo el personal laboral. Son esos supuestos los que, como se ha hecho notar, pueden crear problemas de concurrencia, para cuya solución el ordenamiento laboral no ofrece reglas. O en otras palabras, habrán de idearse y ponerse en práctica, entonces, las soluciones que se estimen más apropiadas al caso concreto. Y todo ello, sin perjuicio de que las experiencias de la convivencia de dos juntas de personal para los funcionarios pueda, en algunos casos, ofrecer criterios de solución por la vía analógica.

Es esta la opinión del Profesor que suscribe que, como resulta preceptivo, somete a cualquier otra opinión mejor fundada en Derecho

Madrid, a seis de abril de 2005




Fdo. Fernando Valdés Dal-Ré
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